Condenado: JSOG.

Rad. # 631906000084201400336 01.

Delitos: Homicidio Simple y Tentativa de Homicidio.

Procedencia: Juzgado 5º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira. 

Asunto: Resuelve recurso de apelación interpuesto por el sentenciado contra el auto interlocutorio por medio del cual se le negó la concesión del beneficio administrativo de permiso por hasta 72 horas.

Decisión: Confirma el proveído confutado.


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

PROCESO PENAL / BENEFICIOS ADMINISTRATIVOS / PERMISO ADMINISTRATIVO DE 72 HORAS / REQUISITOS

BENEFICIOS AMINISTRATIVOS – Marco normativo

… los beneficios administrativos, son una especie de gabelas a las cuales podría acceder los reos que se encuentren purgando una pena privativa de la libertad, para que de esa forma puedan tener la oportunidad ir preparándose poco a poco a la vida en libertad, y empiecen a tener una mejor convivencia en sociedad y con sus familias, lo que se conoce como un proceso de resocialización. 

… Este tipo de gabelas parten de lo consignado en el artículo 146 de la Ley # 65 de 1993, que hace referencia a los beneficios administrativos en los siguientes términos: “Los permisos hasta de setenta y dos horas, la libertad y franquicia preparatorias, el trabajo extramuros y penitenciaría abierta harán parte del tratamiento penitenciario en sus distintas fases, de acuerdo con la reglamentación respectiva.”

PERMISO ADMINISTRATIVO DE 72 HORAS – Requisitos.
… Ahora, acercándonos al tema que nos ocupa, el cual tiene que ver con el permiso administrativo de hasta 72 horas por fuera del penal, vemos que el mismo se encuentra previsto en el artículo 147 ejusdem, y en dicho canon están taxativamente señalados los requisitos que se deben tener en cuenta por la Judicatura al momento de conceder dicho subrogado, así como las causales de suspensión y revocatoria del mismo…
… Pero es de anotar que la anterior norma no se puede apreciar de manera aislada, dado que existen unas hipótesis en virtud de las cuales el penado, pese a cumplir con los antes enunciados requisitos, no puede hacerse acreedor al beneficio de marras, y esa hipótesis tienen que ver con una serie de eventos en los cuales la ley prohíbe de manera expresa la concesión de beneficios administrativos, entre los cuales, V.gr. se encuentran: a) La reincidencia, consagrada en el inciso 1º del artículo 68A del C.P. b) Las personas que hayan sido declaradas penalmente responsable por cualquiera de los delitos que hacen parte del listado de reatos consagrados  en el inciso 2º del artículo 68A del C.P. c) Las personas que hayan sido declaradas penalmente responsables por incurrir en la comisión de los delitos de homicidio o lesiones personales, bajo modalidad dolosa, delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, o secuestro, cometidos contra niños, niñas y adolescentes (artículo 199 de la Ley # 1.098 de 2.006).
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL No. 4
M.P. MANUEL YARZAGARAY BANDERA

AUTO INTERLOCUTORIO DE 2ª INSTANCIA

Pereira, diecisiete (17) de febrero de dos mil veinticinco (2.025)
Aprobado Acta No. 152
Hora: 10:45 a.m.
Condenado: JSOG.

Rad. #  631906000084201400336 01.
Delitos: Homicidio Simple y Tentativa de Homicidio.
Procedencia: Juzgado 5º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira. 

Asunto: Resuelve recurso de apelación interpuesto por el sentenciado contra el auto interlocutorio por medio del cual se le negó el beneficio administrativo de un permiso hasta por 72 horas. 
Temas: Improcedencia del reconocimiento de la concesión de beneficios administrativos como consecuencia de la existencia de expresas prohibiciones legales.

Decisión: Confirma el proveído confutado.
ASUNTO:

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto de manera subsidiaria por parte del señor JSOG, en contra de la decisión adoptada por el Juzgado 5º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira en las calendas del 14 de agosto de 2.024, por medio de la cual no se reconoció en favor del reo la concesión de un beneficio administrativo de un permiso de hasta por 72 horas. 
ANTECEDENTES PROCESALES:

Son relevantes para el presente asunto, los siguientes: 

1) El Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira, mediante sentencia adiada 8 de junio de 2.016, declaró la responsabilidad criminal del señor JSOG, por incurrir en el delito homicidio simple en concurso con tentativa de homicidio, en perjuicio de la vida e integridad personal del menor E.G.G. y CRISTIAN DANIEL MARULANDA MONCADA, en virtud de lo cual, fue condenado a purgar la pena de 256 meses de prisión, la inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un lapso de veinte años y se le negó el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria. Dicha decisión fue confirmada por la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Armenia, mediante sentencia del diez (10) de noviembre de dos mil diecisiete (2017) y frente a la misma se interpuso recurso extraordinario de casación, determinándose finalmente por parte de la Alta Corporación inadmitir la demanda incoada. 

2) La vigilancia y el control de la pena impuesta le correspondió por reparto al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la Dorada, despacho que le reconoció al sentenciado múltiples redenciones por razón de trabajo y estudio, y a través de auto de fecha 07 de febrero de 2024 le concedió la sustitución de la prisión intramural por la domiciliaria contemplada en el artículo 38G del Código Penal. Posteriormente la competencia la asumió el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, sin embargo, en atención a lo dispuesto en el Acuerdo CSJRIA24-83 del 2 de mayo de 2024 expedido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, el proceso fue remitido al Juzgado 5º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta localidad. 
3) Ante ese Despacho, mediante oficio suscrito por el director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira, se remitió una solicitud de permiso administrativo de 72 horas impetrada por el interno JSOG, anexando para su estudio la documentación necesaria y concepto desfavorable por parte de esa oficina.

4) Mediante auto interlocutorio # 61 del 14 de agosto de 2.024, el Juzgado Quinto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, no aprobó la concesión del beneficio administrativo de permiso por 72 horas solicitado por el sentenciado.

5) En contra de dicha determinación, se interpuso por el penado recurso de reposición y en subsidio apelación, y por parte de su defensor, únicamente el primero. 
6) El recurso horizontal fue resuelto por el Juzgado de primer nivel por providencia adiada el mediante el 05 de septiembre de 2.024, mediante la cual decidió mantener en firme la providencia recurrida y conceder el subsidiario recurso de apelación, por cuanto: I. Pese a que el penado cumplía con los presupuestos reglados en el artículo 147 de la Ley 65 de 1993 y el artículo 29 de la Ley 504 de 1999, para poder hacerse merecedor del beneficio deprecado, no era factible su concesión como consecuencia de las prohibiciones consagradas en el artículo 199 de la Ley 1098 del 2006, dado que la víctima del delito por el cual el penado fue declarado penalmente responsable, se trataba de un menor de edad; II. No se podía ignorar el concepto expedido por el asesor jurídico del EPMSC ERE Pereira, quien mediante oficio del 14 de mayo de 2024 emitió concepto desfavorable para el sentenciado JSOG, toda vez que incurrió en falta disciplinaria, y fue sancionado mediante resolución 1391 del 27 de diciembre de 2019.

LA PROVIDENCIA CONFUTADA:
Como se sabe, se trata de la decisión interlocutoria adoptada por parte del Juzgado 5º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta localidad en las calendas del 14 de agosto de 2.024, mediante la cual no accedió a una petición deprecada por el reo JSOG, quien pretendía que se le concediera un permiso administrativo por el lapso de 72 horas. 
Los argumentos a los que acudió el Juzgado de primer nivel para denegar la concesión del beneficio reclamado por el penado, básicamente fueron los siguientes: 

· La existencia de una expresa prohibición legal, que se encontraba consagrada en el artículo 199 de la Ley 1098/06, que excluye la posibilidad de conceder beneficios administrativos y subrogados penales a quienes hayan resultado condenados por delitos cometido en contra de la vida e integridad  de niños, niñas o adolescentes. 
· La existencia de un concepto desfavorable emitido por el área Jurídica de la EPMSC ERE Pereira, que da cuenta que durante la ejecución de su condena fue sancionado disciplinariamente mediante Resolución No. 1391 de fecha 27 de diciembre de 2019, por las faltas disciplinarias señaladas en el artículo 121 Numerales 15,24 y 29 de la Ley 65 de 1993. 

LAS ALZADAS:
Al expresar su inconformidad con lo resuelto y decidido por parte del Juzgado de primer nivel, el declarado penalmente responsable expuso que las prohibiciones contenidas en el artículo 199 de la Ley 1098 no son absolutas, pues si bien, constituyen la regla general, su aplicación no se da de manera automática toda vez que le corresponde al funcionario judicial establecer con fundamento en las particularidades del caso, cuándo es procedente. 
Por ello, a fin de demostrar la tesis de su desacuerdo, el apelante trajo a colación una línea jurisprudencial de Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia
 que refiere que dicha regla indica que únicamente cuando el condenado conocía acerca de la minoría de edad de la víctima con anterioridad a los hechos, operan las prohibiciones contenidas en el artículo 199 de la Ley 1098 del 2006; de lo contrario, si el condenado no conocía acerca de la minoría de edad de la víctima con anterioridad a los hechos, como es su caso, no se pueden aplicar las prohibiciones contenidas en el artículo 199 de la Ley 1098 del 2006, y por lo tanto se deben desechar a la hora de realizar el estudio de los requisitos para acceder a los beneficios administrativos, subrogados penales o mecanismos sustitutivos.
En sentir del apelante, tal línea jurisprudencial debió ser aplicada en su caso en particular, dado que en el proceso por el cual fue declarado penalmente responsable no se acreditó que tuviera conciencia acerca de la condición de minoría de edad de la víctima con anterioridad a los eventos que llevaron a su deceso, sin embargo, estima que lo que sí quedó absolutamente acreditado y que reviste trascendental importancia, es que la apariencia física de la víctima para el momento de los hechos correspondía a la de un hombre adulto, resaltando que en el informe pericial de necropsia practicado al cadáver debidamente incorporado como prueba en el proceso por medio del testimonio del médico legista en el juicio oral, se  estableció que la apariencia física de la víctima era la de un hombre adulto, lo que de conformidad con la más sana de las interpretaciones, en armonía con la sana crítica e inclusive, el sentido común, es indefectiblemente indicativo de una apariencia de un hombre mayor de edad, en oposición a la apariencia de un hombre menor de edad.
En conclusión, adujo el apelante que en su caso particular esos hechos son de profunda trascendencia, toda vez que obligan a que las consideraciones plasmadas por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia sean aplicados a la solicitud que aquí se depreca en su favor, y como consecuencia no se tengan en cuenta las prohibiciones contenidas en el artículo 199 de la Ley 1098 del 2006, y se proceda al estudio de la concesión de beneficio de permiso administrativo de hasta 72 horas sólo con base en el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 147 del Código Penitenciario Vigente. 
Por otra parte, la Defensa técnica del reo, al sustentar su recurso de alzada, señaló que si bien es cierto  que el delito por el que fue condenado el ciudadano JSOG tiene prohibición legal, se deben revisar los fundamentos que sirvieron al Juzgado de ejecución de penas de la Dorada, para concederle el beneficio de la prisión domiciliario, ello, a efectos de determinar si es acreedor o no del beneficio hoy  solicitado.  
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

· Competencia:

De conformidad con lo estipulado en el artículo 34, numeral 6º de la Ley 906 de 2004, esta Corporación es competente para resolver el recurso de apelación impetrado por el condenado JSOG en contra del auto mediante la cual el Juzgado 5º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira le negó el permiso administrativo de las 72 horas.
· Planteamiento del problema jurídico:

El problema jurídico del presente asunto gira en torno a establecer si para la denegación del beneficio deprecado por el reo, el Juzgado de primer nivel aplicó o no de manera correcta las prohibiciones consagradas en el artículo 199 de la Ley 1098 de 2.006?
· Solución:

A efectos de dar una solución a la problemática propuesta por los recurrentes, la cual tiene que ver con la negación de un beneficio como consecuencia de la aplicación de unas prohibiciones legales, la Sala llevará a cabo un breve y somero estudio sobre los beneficios administrativos a los cuales podrían tener derecho las personas que han sido declaradas penalmente responsable; lo cual a su vez será compaginado con las prohibiciones consagradas en la ley # 1.098 de 2.006.

En ese orden de ideas, se tiene que los beneficios administrativos, son una especie de gabelas a las cuales podría acceder los reos que se encuentren purgando una pena privativa de la libertad, para que de esa forma puedan tener la oportunidad ir preparándose poco a poco a la vida en libertad, y empiecen a tener una mejor convivencia en sociedad y con sus familias, lo que se conoce como un proceso de resocialización. 

Este tipo de gabelas parten de lo consignado en el artículo 146 de la Ley # 65 de 1993, que hace referencia a los beneficios administrativos en los siguientes términos: 
“Los permisos hasta de setenta y dos horas, la libertad y franquicia preparatorias, el trabajo extramuros y penitenciaría abierta harán parte del tratamiento penitenciario en sus distintas fases, de acuerdo con la reglamentación respectiva.”
Ahora, acercándonos al tema que nos ocupa, el cual tiene que ver con el permiso administrativo de hasta 72 horas por fuera del penal, vemos que el mismo se encuentra previsto en el artículo 147 ejusdem, y en dicho canon están taxativamente señalados los requisitos que se deben tener en cuenta por la Judicatura al momento de conceder dicho subrogado, así como las causales de suspensión y revocatoria del mismo: 

“PERMISO HASTA DE SETENTA Y DOS HORAS. La Dirección del Instituto Penitenciario y Carcelario podrá conceder permisos con la regularidad que se establecerá al respecto, hasta de setenta y dos horas, para salir del establecimiento, sin vigilancia, a los condenados que reúnan los siguientes requisitos:

1. Estar en la fase de mediana seguridad.

2. Haber descontado una tercera parte de la pena impuesta.

3. No tener requerimientos de ninguna autoridad judicial.

4. No registrar fuga ni tentativa de ella, durante el desarrollo del proceso ni la ejecución de la sentencia condenatoria.

5. Modificado por el art. 29, Ley 504 de 1999. Haber descontado el setenta por ciento (70%) de la pena impuesta, tratándose de condenados por los delitos de competencia de los Jueces Penales de Circuito Especializados.
6. Haber trabajado, estudiado o enseñado durante la reclusión y observado buena conducta, certificada por el Consejo de Disciplina.
Quien observare mala conducta durante uno de esos permisos o retardare su presentación al establecimiento sin justificación, se hará acreedor a la suspensión de dichos permisos hasta por seis meses; pero si reincide, cometiere un delito o una contravención especial de policía, se le cancelarán definitivamente los permisos de este género.”

Pero es de anotar que la anterior norma no se puede apreciar de manera aislada, dado que existen unas hipótesis en virtud de las cuales el penado, pese a cumplir con los antes enunciados requisitos, no puede hacerse acreedor al beneficio de marras, y esa hipótesis tienen que ver con una serie de eventos en los cuales la ley prohíbe de manera expresa la concesión de beneficios administrativos, entre los cuales, V.gr. se encuentran: a) La reincidencia, consagrada en el inciso 1º del artículo 68A del C.P. b) Las personas que hayan sido declaradas penalmente responsable por cualquiera de los delitos que hacen parte del listado de reatos consagrados  en el inciso 2º del artículo 68A del C.P. c) Las personas que hayan sido declaradas penalmente responsables por incurrir en la comisión de los delitos de homicidio o lesiones personales, bajo modalidad dolosa, delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, o secuestro, cometidos contra niños, niñas y adolescentes (artículo 199 de la Ley # 1.098 de 2.006).
Al aplicar lo anterior al caso en estudio, considera la Sala que el Juzgado de primer nivel estuvo atinado con la denegación del beneficio administrativo reclamado por el reo, dado que sí bien es cierto que se cumplían con todos los requisitos requeridos por parte del aludido artículo 146 de la Ley # 65 de 1.993, para la concesión beneficio administrativo del permiso hasta de setenta y dos horas; de igual manera, no se podía desconocer que la realidad procesal era clara y contundente en  demostrar que el penado fue declarado penalmente responsable por incurrir en la comisión de un delito de homicidio doloso, respecto del cual el sujeto pasivo del reato resultó ser un menor de edad, lo que a su vez implicaba que se tenían que aplicar las prohibiciones consagradas en el también aludido artículo 199 de la Ley # 1.098 de 2.006, y por ende, se debía denegar el beneficio administrativo del permiso hasta de setenta y dos horas reclamado por el procesado de otrora.
Ahora, en lo que tiene que ver con lo aducido por el apelante respecto de que él, cuando cometió el delito de homicidio, desconocía que la víctima era un menor de edad, la Sala dirá que no pueden ser de recibo lo dicho en tales términos por el recurrente, puesto que con tales reclamos: a) Lo único que pretende es traer a colación, de manera trasnochada, un debate que debió suscitarse en la fase de juzgamiento; b)  Se desconocería de tajo que en el fallo mediante el cual se declaró el compromiso penal del ahora recurrente, de manera expresa se tuvo en cuenta que como consecuencia de la condición de menor de edad del sujeto pasivo del delito, no era factible que se le reconociera la concesión de subrogados y de sustitutos penales. 
De otra parte, teniendo en cuenta que el quejoso reprochó el hecho de que la sanción disciplinaria que se le impuso dentro del penal fue hace más de cinco años, y que, por ende, no puede ser esta una circunstancia que le impida acceder al día de hoy al beneficio solicitado, resulta valido resaltar que los permisos administrativos suponen la modificación de las condiciones mediante las cuales un condenado purga su pena, y por ello, se hace necesario que los mismos sean consultados ante el Juez que la vigila, lo que, en últimas, quiere decir que las directivas de los centros de reclusión en este tipo de eventos, fungen como un simple intermediario entre los penados y los Jueces de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, puesto que son estos últimos a quienes les corresponde determinar si el solicitante puede o no acceder a lo pedido, y además, cuentan con amplias facultades para evaluar si hay o no lugar a mantener en vigencia algunos permisos administrativos, como el de 72 horas.
“DE LOS JUECES DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD. Los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad conocen:

(…)

5. De la aprobación previa de las propuestas que formulen las autoridades penitenciarias o de las solicitudes de reconocimiento de beneficios administrativos que supongan una modificación en las condiciones de cumplimiento de la condena o una reducción del tiempo de privación efectiva de libertad.”
En ese orden de ideas, lo que se concluye es que el rol de intermediario del Centro de Detención les impone a sus directivas el deber de comunicarle al Despacho ejecutor de la pena las novedades presentadas con los privados de la libertad. 

En el presente caso, medió un concepto desfavorable emitido por el área Jurídica de la EPMSC ERE Pereira, que da cuenta que durante la ejecución de su condena, el señor JSOG fue sancionado disciplinariamente mediante Resolución No. 1391 de fecha 27 de diciembre de 2019, por las faltas disciplinarias señaladas en el artículo 121 Numerales 15,24 y 29 de la Ley 65 de 1993, sin embargo, se logra apreciar que el Juzgado ejecutor no tuvo en cuenta solo esta situación para la negación del beneficio administrativo solicitado, por el contrario, se analizaron otros elementos en conjunto, que permitieron llegar a la conclusión de que no era posible su concesión, entre ellos, la prohibición plasmada en el artículo 199 de la Ley # 1098 del 2.006.
Finalmente, en lo que atañe con los reparos efectuados en contra de la providencia confutada por parte de la Defensa del reo, quien básicamente reclama la inaplicación de las prohibiciones consagradas en el aludido artículo 199 de la Ley # 1098 del 2.006, porque supuestamente las mismas en el pasado no fueron aplicadas por parte del Juzgado encargado de la vigilancia de la pena cuando decidió subrogarle al penado la pena de prisión por prisión domiciliaria; la Sala dirá que lo dicho en tales términos por el apelante no puede ser de recibo por cuanto no es factible invocar la inaplicación — al parecer por excepción de inconstitucionalidad — de las prohibiciones establecidas en el plurimencionado artículo 199 de la Ley # 1098 del 2.006, por la sencilla razón consistente en que dicha norma fue objeto de una demanda de inconstitucionalidad, la cual fue resuelta por la Corte Constitucional en la sentencia C-738-08 de 23 de julio de 2.008, mediante la cual se declaró la exequibilidad de la norma demandada. 

En consecuencia de lo anterior, para la Sala no existe duda alguna que tal vez mal hizo el Juzgado encargado de la vigilancia de la pena, cuando pretéritamente le reconoció al penado la prisión domiciliaria, en el evento de que tal decisión se haya fundamentado en la hipótesis que tiene que ver con la inaplicación de las  prohibiciones consagradas en el artículo 199 de la Ley # 1098 del 2.006, por cuanto, como consecuencia de que dicha norma recibió la bendición de constitucionalidad por parte de la Corte Constitucional,  es obvio que no era factible invocar por parte de los operadores jurídicos ningún tipo de control indirecto de constitucionalidad
.

En resumidas cuentas, todo lo anterior conlleva a esta Sala a concluir que la decisión adoptada por el Juzgado A quo, se encuentra atinada, y por ende se procederá a su respectiva confirmación. 
Finalmente, a modo de colofón, la Sala considera que en el presente asunto no es necesario llevar a cabo la correspondiente audiencia de lectura de lo resuelto y decidido por la Colegiatura en sede de 2ª instancia, lo cual se torna en algo manifiestamente innecesario y totalmente superfluo, porque se está en presencia de una decisión interlocutoria de 2ª instancia en contra de la cual no procede ningún tipo de recurso.

Ante tal situación, la Sala ordenará que por Secretaría se proceda a notificar a las partes y demás intervinientes del contenido de esta providencia de 2ª instancia mediante la remisión de copias de la misma vía correo electrónico, tal como lo regula el artículo 8º de la ley # 2.213 de 2.022 que avala ese tipo de notificaciones, lo cual relevaría a la Sala de la obligación de llevar a cabo la correspondiente audiencia de lectura del presente auto de 2ª instancia.       
En mérito de todo lo antes expuesto, la Sala de Decisión Penal # 4 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el auto interlocutorio adiado el 14 de agosto de 2.024, mediante el cual el Juzgado 5º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta localidad negó la concesión del beneficio administrativo del permiso de hasta 72 horas solicitado en favor del sentenciado JSOG. 
SEGUNDO: ORDENAR que por Secretaría se proceda a notificar a las partes y demás intervinientes del contenido de esta providencia de 2ª instancia mediante la remisión de copias de la misma vía correo electrónico, tal como lo regula el artículo 8º de la ley # 2.213 de 2.022 que avala ese tipo de notificaciones, lo cual relevaría a la Sala de la obligación de llevar a cabo la correspondiente audiencia de lectura del presente fallo de 2ª instancia.       

TERCERO: DECLARAR que en contra esta decisión no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

CON FIRMA ELECTRÓNICA

JAIRO MAURICIO CARVAJAL BELTRÁN

Magistrado

CON FIRMA ELECTRÓNICA

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA

Magistrado
CON FIRMA ELECTRÓNICA

� SP1013-2021 rad. 51186, SP3955-2021 rad. 59206, SP2195-2022 rad. 59601 y STP14550-2022 rad. 126519, las


� Nos referimos a la excepción de inconstitucionalidad. 
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